
LA DEFWSA DEL CONSUMIDOR EN EL DERECHO 
COLOMBImO 

Por el doctor Jesús María SANGUINO SÁNCHEZ 

PLANTEAMIENTO GENERAL 

1.0. El Derecho del consumidor y la interuención del Estado 

El ser humano, desde el mismo momento de su cancepción, dirige su 
actividad al consumo, somos, antes que pensadores, consumidores. No 
obstante, siendo una función necesaria e imprescindible al ser humano, el 
Estado sólo se ha venido preocupando ~yor darle una protección jurídica 
al consumidor, a partir de la segunda década de este siglo. 

La protección jurídica del consumidor, constituye hoy día, uno de los 
temas más importantes que abarca y concierne a todas las disciplinas de 
Derecho, desde el Derecho constitucional, administrativo, civil, comer- 
cial, penal, hasta el Derecho policivo. 

El carácter interdisciplinario del denominado "Derecho de los con- 
sumidores" ha determinado que los pnrámetros y límites de este sector no 
queden suficientemente claros y definidos. Pero, para que la norma 
jurídica cumpla el cometido de dar real y efectivamente protección al 
consumidor, ésta debe expedirse atendiendo los nuevos hechos que reporta 
la técnica, la economía y la sicología; es decir, que el demho del consii- 
midor, sea un derecho que se acornpase a las realidades existentes, para 
que el "derecho viva realmente en la sociedad como derecho". 

Ante la perspectiva de nuestra realidad socioeconómica, en la que el 
mundo se ha colocado en una acelerada carrera hacia la producción masiva 
de bienes y servicios, de cambios tecnológicos que le imponen al consumidor 
la necesidad de renovación de bienes, del avance y nuevos descubrimientos 
de la publicidad, del refinamiento de sistemas de propaganda y del continuo 
y lento envenenamiento del medio anibiente; se impone como necesidad 
de la hora presente, la decidida intervención de los Estados, a fin de lograr 
que el honibre sea protegido, para que tenga y exija un derecho a la salud 
y la seguridad; para que se le confieran derechos a tener un medio ambiente 
biótico sano, libre de contaniinación; un derecho a recibir la más completa 
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información de los productos que consume; un derecho a defenderse de la 
publicidad engañosa y falaz; un derecho a que se le garantice la calidad 
de los productos que consume; un derecho a asociarse; un derecho a deman- 
dar y obtener la sanción penal del acaparador, del usurero, del especulador; 
un darecho a obtener las indemnizaciones por los perjuicios que le causa 
la mala calidad de productofi. 

Pero todo ello será factible si se desplega una política estatal que unifique 
las normas que protegen al consumidor y lo más importante, la expedición 
de normas procediientales, que logren la efectividad de los derechos s u b  
tanciales, que establezcan como principio la celeridad y simplificación de 
los procesos en orden a obtener una pronta y cumplida justicia. 

1.1:  De la autonomía de la voluntad privada 

Pero la efectividad de los derechos substanciales del consumidor, sólo 
serán posible cuando nos enfrentemos abiertamente a romper con los 
moldes tradicionales de la contratación. La contratación se ha erigido 
sobre el principio individualista de la "Autonomía de la Voluntad Privada", 
la libertad contractual ha sido incorporada a nuestros Códigos como una 
herencia de la filosofía liberal, y constituye la n o m  suprema que deter- 
mina la formación y perfeccionamiento del contrato. 

Es a la autonomía de la voluntad a quien comesponde regular todos los 
intereses privados que se entrelazan en los contratos. 

La dogmática jurídica asentada sobre este principio comienza a sufru. 
los embates del mismo Estado, quien se ve obligado a intervenir en el dina- 
mismo privatístico de la contratación, no para proteger el interés común, 
sino el mismo interés individual, que muchas veces se ve afectado y lesic+ 
nado por la parte contratante poderosa, fuerte, que impone su voluntad 
ad débil y desprotegido. El comienzo de esta intervención, que inicia la 
crisis del principio de la autonomía de la voluntad, se aprecia hoy, sin 
reticencias, en los contratos laborales, contratos de arrendamiento, con- 
tratos & aparcería, etcétera. 

El derecho del consumidos, para que sea un derecho "vivo y justo" 
requiare indefectiblemente que se divorcie de estos principios tradicionales 
inamovibles, de la autonomía de la voluntad privada. No se podría obtener 
una verdadera defensa del consumidor mientras subsistan los a c p l e s  
sistemas de contratación tradicional, en los cuales la soberana d u n t a d  
de los contratantes "constituye ley para las partes". 

La protección jurídica del consumidor, sólo se hará efectiva, cuando el 
Estado intervenga para precisar los elementos de conformación intrínseca 
del contrato, como la fijación de los precios, los valores de financiación 
en ventas a plazos, términos de entrega, garantías, etcétera, la obligato- 
riedad de contratos tips, la delimitación de las cláusulas lesivas, la consa- 



gración de la ineficacia de las mismas en beneficio de la parte más des- 
protegida, que es el consumidor. 

Pero la intervención del Estado no puede quedar reducida a la regla- 
mentación del sistema contractual masivo, sino que precisa la intervención 
en todas las etapas pre-conaactuales, como la oferta y su licitación, las 
informaciones previas, procedimientos de ventas, publicidad y régimen de 
propaganda. 

CAP~TULO 11 

LA PROTECCION DEL CONSUMIDOR EN COLOMBIA 

2.0. La función legislativa 

Nuestra Carta Fundamental, fue expedida en 1886 y ha sido reformada 
varias veces. Entre las niás importantes reformas se reseñan las de 1910, 
1936, 1945, 1957, 1968 y la última reforma de 1979 propiciada por el go- 
bierno del Presidente Julio César Turbay, la cual sucumbió en la Corte 
Suprema de Justicia, por vicios de procedimiento en su formación e inde- 
bida acumulación de proyectos. Caso éste insular y Único, en que la Corte 
Suprema de Justicia declara la inconstitucionalidad de una reforma cons- 
titucional. 

Por la decisión de la Corte readquirió vigencia la reforma de 1968. 
Para mayor ilustración cabe advertir, que la función legislativa en nuestro 
país, está ejercida en mayor extensión por el Presidente de la República 
que por la misma rama legislativa del poder público. A fin de precisar 
la función legislativa del ejecutivo, la constitución permite que el Presidente 
de la República expida decretos w n  fuerza de ley en los siguientes casos: 

2.0.1. Cuando el Congreso de la República le concede facultades extra- 
ordinarias, por tiempo determinado y sobre materias precisas (Ar- 
tículo 76 NQ 12). 

2.0.2. Cuando el Presidente declare en emergencia económica al país, 
por turbación del orden económico y social o por hechos que cons- 
tituyan grave calamidad pública (Artículo 122). 

2.0.3. En ejercicio de la potestad reglamentaria, para la cumplida ejecu- 
ción de las leyes (Artículo 120 No 3 ) .  

2.0.4. Tratándose de planes y programas de desarrollo económico y social, 
y de obras públicas, la iniciativa la tiene siempre el ejecutivo, el 
cual somete sus proyectos a la consideración legislativa de una comi- 






















































